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Resumen
El acoso y sus distintas manifestaciones (sexual, sexista, orientación 
sexual, identidad/expresión de género) no son un fenómeno nuevo 
aunque su construcción teórica sea relativamente reciente.La vio-
lencia de género esun problemaestructural de manifestaciónpluridi-
mensional que hunde sus raícesen la socialización diferenciada de 
género. Los casos de acoso queaparecen en otrasesferas de la vida 
social, obviamente,también se reproducen en el ámbito universi-
tario. En el entorno académicoel estudio de esta lacra social no ha 
perdido su carácter innovador, porque las universidades españolas 
han abordado la cuestiónsólo recientemente.
Desde el punto de vista legal, y en cumplimiento de las prescrip-
ciones normativas estatales y autonómicas, los centros de educa-
ción superior hanaprobado protocolos de prevención y actuación 
ante situaciones de acoso sexual y por razón de sexo (sexista), y 
en los que a posteriori se ha incorporado el acoso por orientación 
sexual y el acoso por identidad o expresión de género.
Sumados a la aprobación de Planes de Igualdad de Oportunidades, 
estos protocolosse han convertido en una herramienta clave de las 
políticas de promoción de igualdad de género y/o delas políticas 
de lucha y erradicación de la violencia de género articuladas, todas 
ellas, en las políticas universitarias. Se cumple asíconla demanda 
social que exige la participación de los centros universitarios en la 
remoción de obstáculos que conducen al logro deuna igualdad real 
y efectiva de oportunidades entre mujeres y hombres.
El objeto de este artículo es reflexionar y hacer un análisis crítico 
de los límites y posibilidades que tienen los protocolos antiacoso 
como instrumento de las políticas de género y de las políticas de 
lucha contra la violencia de género.Para ello analizaremos, por un 
lado, el contenido de los protocolos universitarios, destacando las 
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fortalezas y debilidades más relevantes de estos documentos y, por 
otro, las resistencias que aún hoy persisten en la Universidad para 
visibilizar el acoso dentro de ella.Por último, nos plantearemos si su 
puesta en marcha ha eclipsado la implementación de otras medidas 
relacionadas con la igualdad.

Palabras Clave: Políticas de igualdad de género, violencia de género, 
acoso, protocolos universitarios, cambio estructural.

1. Introducción y planteamiento
Las distintas formas de violencia no son un fenómeno que se 

corresponda con tiempos pretéritos. Estas conductas sufridas, 
no exclusivamente, pero sí, especialmente, por las mujeres, y 
que respondena la socializacióndiferenciada de género, apa-
recen en todas las parcelas de la vida social. En el entorno fa-
miliar (donde la violencia sobre las mujeres hasta la LO 1/2004 
de Medidas de Protección Integral contra la Violencia deGé-
nero,se entendíacomo cuestión privada o doméstica),mundo 
laboral (primerodesde el que denunciaron las conductas de 
acoso que sufren las mujeres) y, por supuesto, también en el 
sistema universitario.

En el camino emprendido, especialmente dentro de las 
universidades norteamericanas para visibilizar esta realidad 
oculta, las universidades españolas, aunque con una significa-
tiva demora, también han abordado la cuestión. La tardía toma 
de conciencia del acoso como problema, y las nefastas conse-
cuencias de éste para las víctimas, la institución y la sociedad, 
han retrasado la puesta en marcha de mecanismos, acciones y 
herramientas para visibilizar y erradicar esta lacra social.

En las siguientes páginas destacaremoslos aspectos más re-
levantes de los protocolos de actuación para la prevención, 
erradicación y actuación ante conductas de acoso (protocolos 
antiacoso). Estos documentos sonuna herramienta de las po-
líticas universitariasen la lucha contra el acosoque, a su vez, 
forman parte de las políticas generales de igualdad de género. 
Aceptando las limitaciones que imponen la escasez de datos-
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sobre laevaluación de los protocolos proporcionados porlas 
universidades públicas españolas,plantearemoslas siguientes 
hipótesis de trabajo:

a) Papel que juegan los protocolos antiacoso en la visibili-
zación de conductas discriminatorias y violentas que se repro-
ducen en el mundo académico.

b) Si las resistencias que aún existen dentro de la Universidad, 
aun con las debilidades y fortalezas de los protocolos, hacen 
de ellos per se un instrumento con capacidad de transforma-
ción estructural. 

c) La última hipótesis de trabajo es si mutatis mutandi la 
lucha contra el acoso dentro del contexto de las políticas uni-
versitarias de igualdad es equiparable al papel que las políti-
casde lucha contra la violencia de género representan en las 
políticas generales de igualdad estatales y autonómicas.

Previamente nos referiremos a cómo las políticas de igualdad 
y de lucha contra el acoso entran en la agenda pública tanto 
general como universitaria.

2. Políticas de igualdad de género y de lucha contra 
la violencia de género en Europa y en España: breve 
recorrido por suproceso de implantación

Desde el Renacimiento ya hubo demandas para conseguir una 
mejor consideración social y untratamiento jurídico igualpara las 
mujeres,sin embargo,hubo que esperar hasta la Ilustración para 
que en Europa surgiera el discurso de la igualdad del género 
humano, aunqueéste, como pronto quedó demostrado, no al-
canzara por igual a las mujeres (ni a los varones que se apartaban 
de los estereotipos impuestos).La igualdad referida a las mujeres 
se entendía, por tanto,sólo en sentido biológico, no político, de 
ahí la perdurabilidad de las situaciones discriminatorias sufridas 
por ellas. Al gran cambio cultural iniciado en los siglos XVII y XVIII, 
sigue un proceso largo y tortuoso de reivindicación y lucha por el 
reconocimiento de derechos.A las demandas iniciales siguieron 
durante el sigloXIX las reivindicaciones de asociaciones de mu-
jeres y del movimiento feminista que obligaron a los poderes pú-
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blicos a enfrentarse al reto de pergeñar políticas públicas capaces 
de transformar la igualdad formal en igualdad real. 

En este ir y venir de avances y retrocesos, la igualdad también 
suscitó el interés de los organismos internacionales: el artículo 
1.3 de la Carta Fundacional de las Naciones Unidashace mención 
entre sus propósitos: “realizar la cooperación internacional en la 
solución de problemas internacionales de carácter económico, 
social, cultural o humanitario, y en el desarrollo y estímulo del res-
peto a los derechos humanos y las libertades fundamentales de 
todos, sin hacer distinción por motivos de raza, sexo, idioma o 
religión”.  Con esta declaración comienza en el contexto interna-
cional una cascada de normas y acciones para lograr la igualdad 
real que acabe conla discriminación y erradique la violencia. 

Desde los años 70 del siglo XX, en un contexto de clara des-
igualad estructural, los gobiernos de Europa y EE.UU. comienzan 
a diseñar políticas de igualdad.  Esto se traduce en la adopción 
por parte de las instituciones públicas dedecisiones y medidas 
para mejorar, en unos casos, transformar, en otros,la situación so-
cioeconómica, política y cultural de la mujer.

El impulso de la igualdad en el ámbito europeo se inicia con 
el Tratado Fundacional de laCEE. La sucesión de normas del hard 
law (Directivas, Reglamentos, Decisiones) sumado a la labor del 
Tribunal de Justicia, configuran la igualdad de hombres y mujeres 
como un derecho y un principio base del Ordenamiento comuni-
tario.A finales de los 80, el compromiso europeo con la igualdad 
se focaliza en la política social y de empleo. Pero la puesta en 
marcha de Programas de Acción Comunitaria sobre Igualdad de 
Oportunidades para las Mujeres, aun reportando beneficios para 
ellas, implica una fragmentación de las acciones que impide hablar 
de políticas integrales de igualdad dentro de la Unión Europea.
Seráen los posteriores Tratados (Maastrich, 1992 y Amsterdam, 
1997) donde seasuma la igualdad como una misión global de la 
Comunidad Europea apostando por la incorporación de la trans-
versalidad de género y por la puesta en marcha de acciones po-
sitivas. En las políticas de igualdad de la última etapa se suma a 
la aprobación de normas,la creación de organismos (v.g., Instituto 
Europeo de Igualdad de Género, Reglamento 1922/2006, 20 di-
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ciembre) con competencias en la implementación de las políticas, 
planes y acciones para lograr la transformación estructural.

La adhesión a la Comunidad Europea supuso la incorporación 
de España a la senda de reformas en pro de la igualdad real entre 
hombres y mujeres, aunque conviene recordar que, a diferencia 
de otros países de nuestro entorno con mayor tradición cons-
titucional que el patrio, el contexto político español impuso un 
ritmo distinto en el diseño e implementación de las políticas de 
igualdad. Circunstancia que contrasta con el carácter novedoso 
e innovador de algunas medidas y que coloca a España a la van-
guardia respecto a otros países en los que ya existía un corpus 
legislativo consolidado.

Hagamos un poco de historia: tras las nefastas consecuencias 
que para las mujeres supuso la involución del régimen franquista, 
la llegada de la democracia y, especialmente, la aprobación de 
la CE, constituyen el punto de partida para que los poderes 
públicos se iniciaran en la cuestión de las políticas públicas de 
igualdad, pero con la peculiaridad de que en su diseño los mo-
vimientos de mujeres y feministas alcanzaron el protagonismo y 
unidad de otros países (Bustelo, 2016).El momento de esplendor 
de las políticas de igualdad coincide con la primera década del 
sigloXXI. Anteriormente se habían introducido reformas legisla-
tivas –especialmente en materia derelaciones jurídicas privadas-, 
pero el punto de inflexión de estas políticas lo constituyela apro-
bación durante el gobierno socialista presidido por Rodríguez 
Zapaterode la LO 3/2007, 22 de marzo,para la Igualdad efectiva 
de mujeres y hombres(LOIEMH). El contenido de este código-ley, 
innovador en el Derecho comparado, supuso la institucionalización 
de la igualdad de género. El compromiso político con la igualdad 
quedó patente con la elección de la técnica legislativa en esta ma-
teria: la ley orgánica que, como es sabido, se reserva para cues-
tiones de mayor calado (desarrollo de derechos fundamentales y 
libertades públicas) y que precisa de mayorías cualificadas (art. 81 
CE).A la LO3/2007 siguieron otras novedades legislativas(en ma-
teria de dependencia, conciliación…), y actuaciones de distinta 
naturaleza que van desde la creación de organismos (Instituto de 
la mujer,Ley 16/1983), hasta la aprobación de planes de igualdad.
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El último Plan Estratégico de Igualdad de Oportunidades 2014-
2016, basado en el documento Estrategia Europea de igualdad 
de género 2010-2015 y en la Estrategia Europea 2020, contempla 
como objetivos prioritarios, además de la igualdad en el ámbito 
laboral, la conciliación y corresponsabilidad y la lucha contra la 
violencia de género. 

Las políticas nacionales de igualdad han tenido su réplica en 
las CCAA. En éstas se han aprobado leyes, más o menos inno-
vadoras según el signo político de sus Gobiernos, para luchar 
contra la desigualdad estructural en sus territorios; también se 
han elaboradoplanes de Igualdad y se ha tejido una estructura 
organizacional de Institutos, Comisiones o Agencias encargadas 
de cooperar en la implantación de políticas de igualdad dentro 
de su marco competencial.

   En el momento actual la continuidad de las políticas de 
igualdad y la adopción de medidas más arriesgas se han visto fre-
nadas por la crisis económica. Crisis que, en ocasiones, ha servido 
a los nuevos gobiernos de corte conservadorcomo excusa para 
enmascarar su falta de compromiso con la igualdad (Lombardo, 
2015). Sin duda, la falta de recursos materiales y económicos es 
un retroceso en los logros conquistados.

Insertas en las políticas generales de género aparecen las 
políticas de lucha contra la violencia de género.El cuasi-inexis-
tente reproche social del acoso y la enculturación en las ideolo-
gías acríticas con la desigualdad, obstaculizaron la percepción e 
interiorización de ciertas conductas como execrables. De ahí la 
normalización y naturalización de comportamientos de acoso y 
violencia contra las mujeres. Esta violencia, que presenta pecu-
liaridades con respecto a otros conflictos interpersonales,refuerza 
la desigualdad estructural de las sociedades occidentales porque 
la violencia que sufren las mujeres por el simple hecho de serloes 
un problema de desigualdad entre hombres y mujeres (Barrère-
Morondo, 2011).

Mucho se ha discutido sobre el origen y causas de estas con-
ductas violentas, pero, en todo caso, no puede negarse la rela-
ción con la aceptaciónde los estereotiposasignados a lo mascu-
lino y femenino por un sistema patriarcal que justifica los distintos 
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rolesen la diferencia biológica.Los modelos teóricos propuestos 
para explicar, principalmente, elacoso sexual -sociocultural, orga-
nizacional, extensión de los roles sexuales, social cognitivo, vio-
lencia natural …- (Cuenca, 2017), precisan deestudios empíricos 
cuantitativos y cualitativos de la violencia de género como paso 
previo a la propuesta de acciones, mecanismos y recomenda-
ciones para acabar con ella.El interés por las consecuencias que 
se deducen de los datos recogidos en distintosestudios,hamo-
vido a losorganismos públicos a adoptarrecomendaciones y/o 
leyes para erradicar esta lacra inaceptable en cualquier sociedad 
que se muestre respetuosa con los Derechos Humanos.

En España, el cambio de paradigma sobre la forma de en-
tender la violencia se produjo tras la publicación de la LO1/2004, 
de 28 de diciembre,de Medidas de Protección Integral contra la 
Violencia de Género. La gran novedad de esta disposición fue 
considerar la violencia de género como un problema socialmente 
relevante, público, que excede los límites de lo estrictamente pri-
vado. Se trata de la primera ley europea que en su articulado aúna 
medidas de protección y de prevención dirigidas a los sectores 
educativo, social, laboral, asistencial, penal, sanitario... Su impor-
tancia social y jurídica la ha convertido en un referente tanto a 
nivel político como para los movimientos de mujeres.

La alarma que la violencia de género ha provocado en la so-
ciedadha impulsadola adopción de medidas urgentes para luchar 
contra este mal endémico. A esta lucha también se han sumado 
las universidades.

3. Las políticas de género en la Universidad y en 
Investigación y Ciencia

Reconocida la desigualdad estructural, ni la Universidad ni 
la Ciencia quedan exentas de los sesgos de género que co-
locan a las mujeres en inferioridad de condiciones y oportuni-
dades en el acceso a la educación y a la producción científica 
e intelectual.La responsabilidad social de las instituciones de 
enseñanza superior en la transmisión de valores y en lagenera-
ción de opinión ha llevado a las universidades a esforzarse por 
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abandonar las políticas reactivas de antaño yoptar por políticas 
proactivas en materia de igualdad. Una vez más hay que reco-
nocer la decisiva influencia que han ejercidolas políticas euro-
peas sobre las políticas nacionales.Deestudiar las razones de la 
menor presencia de las mujeres en estos campos, se ha pasado 
al estudio de cómo la estructura, la cultura, el funcionamiento 
de las instituciones universitarias y científicas responden a un 
modelo sesgado por la ideología patriarcal (Alonso, 2015).

En la Europa comunitaria, el documento de referencia es la-
Comunicación de la ComisiónMujeres y Ciencia.Movilizar a las 
mujeres para enriquecer la investigación europea (1999), a éste 
siguieron otras recomendaciones e informes(ej., Informe ETAM, 
2001). Las iniciativas europeas han culminado en elPrograma 
Marco Horizonte 2020 donde el objetivo para la Igualdad de 
Género en la Universidady la Innovación incluye medidas para-
lograr el equilibrio de género en la toma de decisiones y en la 
composición de los equipos de investigación.

Y en nuestro país, ¿cómo se han conformado las políticas de 
igualdad en la ciencia y en la educación superior? En España 
desde que la Real Orden del 8 de marzo de 1910 permitiera a 
las mujeres matricularse en la Universidad, el número de mu-
jeres que ha accedido a los estudios superiores ha superado 
cuantitativamente al de los hombres, sin embargo, los datos 
más recientes (Científicas en cifras, 2015) muestran que hoy 
persiste la infrarrepresentación de las mujeres en los ámbitos 
universitario, científico y tecnológico. 

Las primerasiniciativas buscaban, además defavorecer la 
participación de las mujeres en el ámbito científico y tecno-
lógico, la incorporación del mainstreaming de género en las 
estructuras universitarias yen el diseño curricular de los Grados 
y Programas de postgrados. La creación de la Unidad Mujer 
y Ciencia (UMyC) y la inclusión de estudios de género en las 
nuevas enseñanzas superiores, son las medidas más impor-
tantes de un paquete aprobado en 2005 para favorecer la 
igualdad, siendo la LO 14/2011 de la Ciencia, la Tecnología y 
la Innovación, la medida legislativa con mayor calado dentro 
de las políticas científicas.



María José Torres Parra

668

Desde el punto de vista organizacional la LO 3/2007 también 
impuso cambios en la legislación universitaria: la más relevante, 
la que diolugar a la LOMLOU (2007) en cuya Disposición adi-
cional undécima se dispusola creación de unidades de igualdad 
como parte delas estructuras universitarias.Se conciben éstas 
como órganos técnicos para el desarrollo de funciones relacio-
nadas con el principio de igualdad, aunque dados los términos 
de laredacción dela referida Disposiciónqueda a la discreciona-
lidad de las universidades el diseño, composición y atribución 
de competencias específicas.La jerarquía que ocupan dentro 
del organigrama, sus competencias funcionalesy organizacio-
nalesy el grado de autonomía que se les reconoce, son un re-
flejo del compromiso que la Universidad asume con la igualda-
d:en el mundo universitariotambién se reproduce el discurso 
conservador de compromiso con la igualdad y la erradicación 
de la violencia, pero que, en la práctica, queda vacío de con-
tenido,en unos casos, por falta de compromiso real y, en otros, 
por la escasezde recursos.

4. El acoso en la Universidad: status quaestionis y 
estudios

La enseñanza –ni siquiera la superior- está exenta de pa-
decer las consecuencias de laviolencia de género. La imagen 
que la sociedad tiene de las universidades como espacios de 
éliteparece, a priori, incompatible con la presencia del acoso 
y la discriminación. A quienes forman parte del profesorado 
se les considera incapaces de reproducir conductas de acoso, 
y a quienes son parte del estudiantado se les presupone la 
destreza suficiente para detectar y denunciar. Sin embargo, 
como hemos dicho, la realidad demuestra que en los centros 
universitarios se reproducen, como enotras parcelas de la vida 
social, idénticas conductas violentas que, en la mayoría de las 
ocasiones, quedan impunes..

Siendo los centros educativos lugares aptos para des-
aprender la parte aprendida que tiene la violencia, el primer 
paso pasa por tomar conciencia de la importancia de romper 
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el silencio y, aunque social y legislativamente se hayan con-
seguido avances significativos, lo cierto es que las universida-
desno han logrado erradicar la violencia de sus centros.

El anonimato de muchas conductas que atentan contra la 
dignidad se explicaporla dificultad que entraña su identifica-
ción. Habitualmente sólo se entienden como agresiones las 
acciones violentas físicas más graves, esto es, la violación, 
mientras que la importancia deotros comportamientos queper 
se son actos de agresión se minimiza. Aunque no es la única 
causa, síredunda en el escaso número de denuncias por acoso 
(Bosch,2009).

A diferencia de las universidades anglosajonas, donde las 
investigaciones tienen una larga tradición, en España hay que 
esperar hasta 2005 para encontrar la primera investigación que 
aborda de manera integral el acoso sexual en la Universidad. 
Al estudio de Valls et alii., realizado entre 2006-2008, se han 
sucedido otras investigaciones parciales sobre la cuestión, y a 
los que nos remitimos. Aun así, siguen faltando análisisdelas 
causas y del impacto que está teniendo la implantación de las 
políticas antiacoso.Estudios que, como veremos en el siguiente 
epígrafe, mitiguen la confusión en el tratamiento del acoso.

5. Los protocolos antiacoso en las universidades 
españolas: principales fortalezas y debilidades

Los dos pilares de las políticas universitarias de igualdad de 
género son los planes de igualdad de oportunidades y los pro-
tocolos antiacoso. Unos y otros responden a la exigencia legal 
de la LO 3/2007 (art. 45 y 62). Mayoritariamente las universi-
dades han tomado como referenciapara confeccionar el suyo 
el protocolo vigente en la Administración General del Estado 
y de los Organismos Públicos vinculados a ella (BOE 8 agosto 
2011). Un somero repaso al contenido de estos documentos 
deja patente las escasas innovaciones de su articulado y que, a 
nuestro juicio, se explican, principalmente, por la concurrencia 
de las siguientes circunstancias: i) novedad en el marco univer-
sitario tanto al abordar la cuestión del acoso como al regular-
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la;ii)falta de estudios que abran la puerta a una reflexión pro-
funda de las implicaciones y consecuencias de la violencia de 
género en el ámbito universitario, y iii) la no siempre fácil tarea 
de encajar los intereses de quienes participan en la elabora-
ción de los protocolos (Unidades de Prevención de Riesgos 
Laborales, representantes de los trabajadores, Unidades u 
Oficinas de igualdad, Vicerrectorados…) a pesar de que todos 
coincidan en que el objetivo finales erradicar la violencia de las 
instituciones universitarias.

A) Las universidades pioneras en la aprobación de proto-
colos fueron las de Cádiz, Jaume I (2011) yValencia (2012),pero 
la mayor parte (un total de veinte y nueve) se aprobaron o 
modificaron entre los años 2014y 2016. En 2017 se han apro-
bado siete protocolos nuevos. Algunas universidades (Pablo de 
Olavide,Sevilla, Barcelona, Carlos III, entre otras), en paralelo al 
proceso de confección de un nuevoPlan de Igualdad, prevén la 
revisión de sus protocolosa lo largo del año 2018.

A día de hoy,nueve de las cincuenta universidades públicas 
carecen de un protocolo común para resolver las situaciones de 
acoso, y cuyo ámbito personal incluya a todos los agentes uni-
versitarios con independencia de la relación que les ligue a la 
institución.Dejando a un lado la Universidad Menéndez Pelayo, 
dada la peculiaridad de su oferta formativa, sólo unaes de 
ámbito nacional (UNED),el restode universidades sedistribuye 
por CCAA de la siguiente manera: Andalucía, una; Asturias, una; 
Castilla-León, una; Madrid, dos; Murcia, una; País Vasco, una.

Las universidades sin un documento común disponen de un 
protocolo para resolver los casos de acoso (no sólo sexual  o 
sexista) y otros conflictos interpersonales que surjanen las re-
laciones laborales, mientras que la solución de las situaciones 
de acoso entre estudiantes se reconduce a los respectivos re-
gímenes disciplinarios o, a falta de éstos, a lo dispuesto por 
elRégimen de Disciplina Académica de 1954.Régimen disci-
plinario general o particular que, aun contando con un proto-
colo común, también aplican algunas universidades cuando los 
sujetos (activo y pasivo) involucrados pertenecen al colectivo 
estudiantil (ej., U. Politécnica de Valencia).
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Esta opción presenta inconvenientes de aplicación por-
que,la interseccionalidad que caracteriza a las situaciones de 
acoso, la duplicidad de regulaciones dificulta la solución de 
algunos conflictosEn segundo lugar, pese a que la sanción de 
conductas de acoso tiene cabida en las normas de régimen 
disciplinario, la consideración de la violencia de género como 
problema pluridimensional pierde parte de la proyeccióntrans-
versal de sus consecuencias. Por último, falta –aunque noes 
siempre así-, un documento donde se recoja la política de pre-
vención y sensibilización dirigida al estudiantado. En estas si-
tuaciones las unidades de igualdad proponen actividades de 
diversa naturaleza destinadas a este colectivo. En todo caso, 
la ausencia de un protocolo común no significa que las univer-
sidades que han optado por la duplicidad normativa se hayan 
desentendido del problema, o que no tengan una política uni-
versitaria clara al respecto. 

B) Las formas que adopta el acoso no son una realidad in-
mutable y prueba de ello es la progresiva tipificación de con-
ductas nuevas. Las primeras denuncias de acoso(limitadas al 
acoso sexual y sexista) se produjeron en el entorno laboral. Esta 
es una de las razones por las que los protocolos universitarios 
tratan delacoso laboral (incluyendo acoso moral o psicológico) 
junto al acoso sexual y por razón de sexo.De los cuarenta y uno 
protocolos en vigor, sólo tres (U. Politécnica de Cartagena, U. 
de Sevilla y U. Jaume I) mantienen en su título una referencia 
expresa al acoso laboral junto a las otras formas de acoso. La 
Universidad de Castilla- La Mancha también parece contem-
plareste tipo de acoso puesto que en el título se refiere a 
“todas las formas de acoso y violencia”. Otras universidades 
incluyen en el título los conflictos interpersonales (U. Miguel 
Hernández) lo que en la práctica supone colocar la violencia 
de género y los conflictos interpersonales en el mismo nivel, 
desconociendo que entre las dos categorías hay diferencias 
sustanciales de tanta transcendencia como que en la primera 
entran conductas discriminatorias que, en ningún caso, tienen 
cabida en la segunda.

Por otra parte, el empleo masivo de las nuevas tecnologías 
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ha abierto la puerta a nuevas formasde acoso. La difusión de 
las TIC´sha ampliado el ámbito objetivo (organizacional y terri-
torial) de los protocolos sumando a los espacios físicos los en-
tornos virtuales donde se desarrollan actividades académicas y 
extra académicas. El debate-no exclusivamente desde el punto 
de vista jurídico-, es si nos encontramos ante una categoría 
nueva o si, por el contrario, el ciberacoso se puede reconducir 
a alguna de las categorías ya existentes, aunque resaltando 
que su peculiaridad radica en el canal o el entorno donde se 
producenlas situaciones. Sólo la Universidad Politécnica de 
Catalunya menciona la aparición de estas conductas entre las 
razones que han impulsado la aprobación de un nuevo proto-
colo, además las califica como acoso discriminatorio.

Pero la inclusión más relevante de un tipo de acoso, ejemplo 
de cómo los protocolos incorporan valores sociales,es la men-
ción expresaal acoso por orientación sexual y por identidad o 
expresión de género introducido en algunos protocolos tras 
la aprobación de leyes autonómicas sobre la materia.Por su-
puesto no es que con anterioridad a su mención expresa la co-
misión de estos actos discriminatorios quedara impune, pero 
su relevancia pública y social era menor que la reconocida al 
acoso sexual y sexista. Las universidades se han hecho eco de 
las reivindicaciones históricas del colectivoLGBT para que se 
visibilizaran las conductas de acoso que sufrían las –mal- deno-
minadas minorías sexuales.

C) Sobre el ámbito subjetivo, además del PDI, PAS y alum-
nado, todos los protocolos incluyen a quienes desarrollan su 
actividad dentro de la Universidad prestandosus serviciosen ré-
gimen de autónomos, dependiendo de un tercero, o puestos a 
disposición por�ETT´s. No en todos se regulan con la misma mi-
nuciosidad las reglas aplicables según los sujetos implicados. 
En general, se opta por los mecanismos de coordinación pre-
vistos en la Ley31/1995de Prevención de Riesgos Laborales (U. 
de Barcelona, U. Miguel Hernández…), pero mientras que a 
algunas universidades les basta con que las empresas se com-
prometan a aceptar los principios que informan el protocolo 
(U. de Málaga), otras añaden a la obligatoriedad de informar 
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sobre su existencia, la indicación de su cumplimiento exacto 
por las empresas. Sólo un número reducidísimo(U.de Cádiz,U. 
de Vigo y U. de Alicante),en la elaboración de los pliegos de 
contratación, valorará positivamente la asunción del protocolo 
por parte de los licitadores.

D)Las definiciones y tipologías de acoso recogidas en los 
protocolosreproducenlas que aparecen en las disposiciones le-
gales europeas, nacionales y autonómicas. Se observa cierta 
confusión en la consideración del acoso desde el punto de 
vista legal y psicosocial que no es sino un reflejo de las pos-
turas –en ocasiones, controvertidas- doctrinales, legales y juris-
prudencialesempleadas para delimitar estas conductas. 

E)La información y la formación, ambas con el objetivo ge-
neral de concienciar y sensibilizar a la comunidad universitaria, 
son los ejes de las políticas de prevención (más de la mitad 
de protocolos vigentescontienen el término prevención en su 
título). Sobre la difusión del protocolo, encontramos desde el 
simple compromiso de darlo a conocer, hasta el cómo (páginas 
web, guías de sensibilización…) yquienes(Unidad de Igualdad, 
Servicio de Prevención de Riesgos Laborales, Defensoría 
Universitaria…) deberán difundirlo entre todos los colectivos. 
La efectividad de estas previsiones, a veces, es cuestionable 
porque acceder a la información resulta una ardua tarea de 
búsqueda. Se prevén acciones formativasdirigidas sobre todo 
al estudiantado, en menor medida al personal de administra-
ción y servicios, pocas enfocadas al profesorado, las menos di-
rigidas a quienes ocupan cargos de responsabilidad, y algunas 
a los futuros integrantes de las comisiones investigadoras o 
instructoras. Elclaro desequilibrio en la formación/información 
que reciben los distintos colectivos parte de dar por sentado 
que el estudiantado es el más necesitado deformación/infor-
mación, cuando lo cierto es que entre el PDI hay carencias 
tanto en la formación en género como en la concienciación y 
sensibilización del fenómeno del acoso. 

F)Los procedimientos de actuación son el contenido mollar 
de los protocolos. A los contenidos mínimos exigidos legal-
mente (tratamiento reservado de las denuncias, identificación 
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de la unidad responsable de atender a quienes formulen de-
nuncias), se añaden las garantías que deben respetarse en su 
tramitación (respeto y protección de las víctimas, confidencia-
lidad, imparcialidad, celeridad…) al que algunos protocolos 
dedican un epígrafe (ej.,U.Complutense de Madrid), y otras 
incluyen en el apartado de “Objetivos y  Compromisos”. 

A partir de aquí comienzan las diferencias. Por citar al-
gunas:1) el poder interponer unadenuncia pese a haber aca-
bado la relación con la institución, 2)en que de oficio ciertos 
órganos puedan poner en marcha el procedimiento, aunque se 
precise la ratificación de la presunta víctima,3)la tramitación de 
denuncias anónimas, 4)la relación exhaustiva de las medidas 
cautelares,o,5)el archivo y/o suspensión definitiva de las actua-
ciones cuando las partes acudan a otra vía judicial con la obli-
gación o no decomunicarlo.

De todo lo relacionado con la tramitación del procedimien-
todoscuestiones tienen especial relevancia: a) los tipos de pro-
cedimientos, b) los órganos que intervienen en el mismo.

Sobre la primera cuestión, todos cuentan con un procedi-
miento formalo disciplinario de resolución de conflictos al que 
en algunos protocolos añaden un procedimiento informal(de-
nominado de distintas maneras: resolución mediante diálogo, 
resolución acordada,procedimiento informal, o mediación). En 
unos protocolos el procedimiento informal es una fase previae 
independiente del procedimiento disciplinarioy, en otros,parte 
de éste. 

La mediación, en general, los mecanismos informales de re-
solución de conflictos (ADR), esuna de las cuestiones más es-
pinosas que plantea el acoso.Larecomendación que se hace a 
algunas personas para quecambien ciertas actitudes o compor-
tamientos no siempre son bien recibidas.La necesidad de que 
quien dirija el procedimiento informal tenga auctoritas entre 
los miembros de la comunidad universitaria, o los prejuicios 
en materia de género que todavía se observa, especialmente, 
entre el profesorado, entran en la lista de debilidades de los 
procedimientos informales. Por otra parte, promover la media-
ción en casos concretos, como cuando el acoso se da entre 



Los protocolos antiacoso en el marco de las políticas universitarias de género

675

alumna y profesor, es desconocer quenormalmente lavíctima no 
se encuentra en igualdad de condiciones. Por eso se debe ob-
servar una actitud especialmente escrupulosa cuando se aboga 
por la mediación, incluso, cuando nos encontramos ante “com-
portamientos inapropiados”que recogen  algunos protocolos.

Los principales órganos que intervienen en la sustanciación 
de los procedimientos son las unidades de igualdad, los servicios 
competentes en materia deprevención de riesgos laborales y las 
comisiones de investigación, instrucción y/o resolución.Éstas úl-
timas siempre debieran ser órganos de carácter técnico, con una 
composición variada y paritaria -o, cuando menos, equilibrada- y 
no dependientes de órganos de gobierno.

G)Los protocolos son instrumentos vivos que precisan de re-
visiones periódicas yaunque no ha transcurrido tiempo suficiente 
para evaluar la eficacia de algunas acciones de prevención, sen-
sibilización y erradicación del acoso, sí ha quedado demostrada 
la inoperancia de ciertas actuaciones consecuencia de la rigidez 
y excesiva formalización de los procedimientos de resolución de 
conflictos.En el epígrafe dedicado a la “Evaluación, Seguimiento 
y Revisión”, no todas las universidades reconocen igual protago-
nismo a las unidades de igualdad, ni en todos los documentos, 
más allá de la preceptiva elaboración deinformesperiódicos, se 
especifican otros mecanismos de seguimiento y control. Sin dejar 
de reconocer el papel que en la evaluación juegan los órganos 
internos, una adecuada política de calidad no debiera desechar 
las auditorías externas realizadas periódicamente.

Hasta aquí las cuestiones más relevantes del contenido de 
los protocolos. Este somero repaso deja entrever algunas de sus 
debilidades que, en buena medida, se corresponden conlas re-
sistencias que todavía persisten dentro de la comunidad univer-
sitaria. Resistencias queno siempre son imputables a la falta de 
conocimiento o sensibilización, sino al intento –vano- de negar la 
existencia del acoso universitariopara evitar la alarma social que 
provoca su presencia en un entorno que, equivocadamente, se 
entiende libre de él.

Por obvias razones de espacio, nos limitaremos a citar al-
gunos ejemplos de esas resistencias teniendo presente que no 
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todas tienen la misma transcendencia ni afectan en la misma 
medida a las universidades: 1) fijar un plazo para interponer la 
queja o denuncia que,una vez transcurrido,implica la inadmi-
sión de la reclamación,2) la necesidad de aportar indicios de 
los hechos en el momento de presentar la denuncia, 3) exigir 
que se aporten indiciospara que se desencadene la inversión 
de la carga de la prueba prevista en la ley, 4) no continuar con 
la investigación de los hechos cuando la presunta víctima re-
nuncie a la solución del conflicto a través del procedimiento 
protocolario,5) no exigir la acreditación de una adecuada for-
mación en la materia, no sólo a quienes forman parte de las 
comisiones sino también a quienes se les encomienda la eva-
luación previa de la denuncia o a quienes compete la instruc-
ción del procedimiento.

Superar esas resistencias en lo relacionado con la igualdad 
ayudaría en el proceso de transformación de las estructuras 
universitarias. 

6. Conclusiones 
La aprobación de protocolos como herramienta de las po-

líticas universitarias de igualdad ha abierto la puerta al debate 
del fenómeno del acoso en el entorno académico.Aunque 
no todas las universidades tienen idéntico grado de compro-
miso a la hora de colaborar con los equipos que investiga el 
fenómeno, ni tienen la misma disposición a la transparencia, 
lo cierto esque tras la aprobación de aquéllosel acoso se ha 
convertido en una cuestión menos silenciosa. 

Hay consenso acerca de las formas con las que se manifiesta 
elfenómeno global de la violencia de género. Éstasson -y así lo 
recogen los protocolos- un atentado contra la dignidad de las 
personas y una flagrante violación de los Derechos Humanos. 
Estas agresiones son, igualmente, una manifestación de las re-
laciones de poderexistentes también en la Universidad. Si son 
las mujeres, como colectivo,quienes están más expuestas a 
sufrir las consecuencias negativas de estas situaciones de do-
minio y discriminación, sería deseable incidir en el hecho de la 
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discriminación estructural.
Las unidades de igualdad de género son protagonistas prin-

cipales en la promoción de la igualdad (y de la lucha contra el 
acoso),pero no debemos olvidar que en el logro de la verda-
dera igualdad y de la erradicación de la violencia deben involu-
crarse todos los agentes universitarios haciendo real la política 
de Tolerancia cero.

El desigual grado de compromiso setraduce en una aplica-
ción mecánica y burocrática de las prescripciones legales, su-
peditando el desarrollo de las acciones previstas en los proto-
colos al signo político de los equipos rectorales. Hay, por tanto, 
un paralelismo con la promoción de las políticas de género es-
tatales y autonómicas,mucho más innovadoras con gobiernos 
de corte progresista.

El efecto transformador delas políticas generales de 
igualdad de género no ha repercutido por igual, ni ha tenido 
la misma incidencia en todos los sectores.En las políticas es-
tatales y autonómicas la lucha contra la violencia ha restado 
protagonismo a otras cuestiones que también forman parte 
del camino que conduce a la consecución de la igualdad real. 
Estos otros sectores (dependencia, ciencia, tecnología …) se 
han visto relegados por la notoriedad y relevancia social que 
ha cobrado la violencia.

Cabe entonces plantearsesi en la Universidad la promoción-
delos protocolos antiacosoha ido en detrimentode otras medi-
dascon igual capacidad transformadora. Como demuestran los 
datos, lasmedidas relacionadas, por ejemplo,conel acceso de 
las mujeres a los recursos en investigación,con la promoción de 
sucarrera docente, o con la incorporación a cargos de respon-
sabilidad,han quedado en un segundo plano.

El acuerdode queerradicar la violencia de género es una 
necesidad irrenunciable, se ha convertido en el “tema es-
trella” de las políticas de género, perolas políticasuniversita-
rias deigualdad no deben reducirsea la lucha contra el acoso, 
sino queen la superación de la desigualdad debe existir un 
continuumentre la erradicación del acosoy otras acciones de 
mejora como la eliminación del lenguaje sexista.
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La falta de recursos materiales y humanos –incontestable, 
y que continua jugando en contra de la puesta en marcha de 
más acciones- no debe ser la excusa para ignorar loscambios 
que demandan las estructuras universitarias.
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